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Frente a esta realidad, se impone la necesidad 
de una respuesta firme y coordinada. Aunque 
la Unión Europea ha avanzado en la regulación 
del entorno digital, persisten zonas grises 
y vacíos normativos que dificultan una 
actuación eficaz. No basta con definir reglas: es 
imprescindible garantizar su aplicación efectiva 
y ágil. La velocidad de evolución tecnológica 
exige que las estrategias de resiliencia se 
anticipen a las amenazas, no solo las contengan 
a posteriori.

Cómo afrontar la crisis de 
la desinformación desde la 
empresa
Por Yago de la Cierva

Para las empresas, el primer paso frente a la 
desinformación no es reaccionar, sino prevenir. 
La clave está en evitar que los bulos encuentren 
un vacío informativo. Esto requiere construir 
relaciones sólidas con todos los grupos 
de interés —empleados, clientes, medios, 
inversores— y mantener una comunicación 
constante sobre la identidad, los principios y 
los errores de la organización. La transparencia 
y la coherencia son los pilares de la confianza, 

y la confianza, como muestra el Edelman Trust 
Barometer, es el principal escudo frente a la 
manipulación.

En un entorno saturado de información, 
la reputación empresarial no es solo una 
percepción del pasado, sino una promesa de 
comportamiento futuro. Y esa promesa debe 
consolidarse en momentos de crisis. Si una 
empresa ya ha cultivado la confianza de sus 
públicos, estará en mejores condiciones para 
resistir campañas de desinformación y ganar 
tiempo para reaccionar con eficacia.

Por ello, la gestión de estos riesgos no 
puede dejarse únicamente en manos de 
los departamentos de comunicación o 
cumplimiento normativo. La alta dirección 
debe involucrarse directamente en el diseño de 
respuestas estratégicas. Supervisar activamente 
la reputación, monitorear conversaciones 
digitales, reaccionar con rapidez ante bulos 
y formar a los empleados en detección y 
contención de desinformación son medidas 
esenciales. La alfabetización mediática y el 
pensamiento crítico son necesarios, pero no 
suficientes: lo que se necesita es preparación 
estructural y compromiso ético.

En definitiva, la desinformación no es solo 
una amenaza externa, sino un desafío interno 
que pone a prueba la solidez de los valores 
corporativos. La respuesta no puede ser 
improvisada ni defensiva. Las empresas deben 
adoptar una posición de liderazgo, ofreciendo 
confianza, claridad y resiliencia en un entorno 
global donde la verdad se ha convertido en un 
campo de disputa permanente.

DELIBERACIÓN EN GRUPOS5

Preguntas para la deliberación

1. Comprensión: ¿Cuál es el 
impacto de la desinformación 
y las amenazas híbridas 
en nuestra institución, en 
nuestro sector? 

5	  En el Anexo 2, se incluye un listado de los participantes en esta sesión

En algunos grupos, la conversación comenzó 
con la pregunta sobre los orígenes: ¿de dónde 
surge la desinformación? Solo después pasaron 
a reflexionar sobre sus efectos. Entre los 
principales orígenes señalados, apareció la falta 
de alfabetización mediática y pensamiento 
crítico, que deja a las personas más expuestas a 
la manipulación. También se mencionaron las 
plataformas de redes sociales, especialmente 
por su carácter todavía “nuevo” y por lo tanto 
no del todo comprendido. Se compararon 
incluso con el tabaco en sus inicios: durante 
años fue aceptado sin conocer sus efectos 
cancerígenos; hoy, las redes sociales podrían 
esconder peligros aún no detectados.

Uno de los mayores riesgos asociados a estas 
plataformas es su modelo de negocio, que 
prioriza la gratificación instantánea sobre 
la reflexión crítica, generando un entorno 
propicio para la difusión de información 
falsa. Por eso, se hizo hincapié en la 
responsabilidad de las grandes empresas 
tecnológicas a la hora de moldear narrativas 
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y contribuir —intencionadamente o no— a la 
desinformación. 

También se identificó como causa relevante 
la ausencia de consecuencias para quienes 
mienten o difunden información falsa 
deliberadamente. A esto se suma la 
terminología confusa, especialmente en el 
ámbito de la inteligencia artificial, que genera 
falsas expectativas o escepticismo excesivo. 
Otro origen mencionado fue la idea —muy 
extendida en el ecosistema digital— de que 
todas las opiniones valen lo mismo, lo que 
termina erosionando la confianza en las 
instituciones y en el conocimiento experto.

En cuanto a los impactos, estos varían según el 
sector, pero todos los expertos coincidieron en 
que la desinformación constituye una amenaza 
real y creciente, utilizada con frecuencia para 
obtener beneficios ilícitos, ya sean políticos 
o económicos. Se citó el ejemplo de ataques 
organizados a través de redes sociales que 
pueden facilitar la toma de control de empresas 
—o incluso influir en procesos políticos 
nacionales— sin necesidad de violencia física. 
Casos como el de Cambridge Analytica ilustran 
cómo las campañas de desinformación pueden 
cambiar el rumbo de unas elecciones. En el 
ámbito económico, pueden alterar mercados 
financieros y minar su credibilidad.

En el sector público, algunos describieron la 
situación como una sensación de vulnerabilidad 
extrema frente a actores malintencionados, 
casi un secuestro democrático silencioso. Las 
elecciones fueron señaladas como uno de los 
ámbitos más sensibles. El caso de Rumanía 
fue mencionado como ejemplo: las campañas 
digitales influyeron sustancialmente en los 
resultados, y sin embargo, las autoridades 
no parecen haber calibrado del todo el 
poder real de la desinformación para 
modificar el comportamiento electoral. Otros 
representantes del sector público alertaron 
sobre el deterioro institucional que provoca la 
desinformación y la pérdida de confianza en la 
utilidad misma de las instituciones. También se 
destacó su papel en el auge del populismo y la 
polarización social, alimentado por un entorno 
informativo cada vez más complejo, que lleva 
a muchas personas a simplificar la realidad y 
abrazar posiciones extremas. Este fenómeno se 

ve agravado por el sesgo de autoidentificación, 
por el cual tendemos a creer lo que refuerza 
nuestras ideas previas.

En el ámbito empresarial, los impactos de la 
desinformación son sobre todo reputacionales, 
aunque su magnitud depende mucho del sector. 
En campos como el farmacéutico o sanitario, 
se han observado consecuencias graves: desde 
la mala interpretación de resultados científicos 
hasta la propagación de teorías conspirativas, 
como las campañas antivacunas, que ni siquiera 
pueden desmontarse con evidencia. Algo 
similar ocurre en el sector asegurador, donde 
la confianza es el activo principal. El tamaño 
de la empresa también influye: mientras que 
algunas startups no perciben aún un impacto 
directo, grandes corporaciones comienzan a 
tomarse muy en serio las amenazas asociadas 
a la desinformación, ya sea a través de 
ataques reputacionales, estafas con tecnología 
deepfake, como las relatadas por Alex Romero, 
o interferencias en la toma de decisiones 
estratégicas.

Uno de los efectos más preocupantes es 
la pérdida de confianza en las fuentes de 
información. Aquí surgió una distinción 
importante: la desinformación externa frente 
a la interna. Esta última puede tener efectos 
especialmente dañinos, ya que puede llevar 
a decisiones erróneas dentro de la propia 
empresa. Varios participantes subrayaron 
que, si bien es necesario defenderse de la 
desinformación, no debemos perder de vista 
la capacidad de procesar con eficacia la 
información veraz, en un ecosistema que ya es, 
de por sí, demasiado complejo.

Para la sociedad civil, el impacto de la 
desinformación se concentra también en la 
reputación y la credibilidad. Una campaña 
falsa puede erosionar la confianza en una 
organización o desacreditar una causa 
legítima. Algunas fundaciones y think tanks 
han sido incluso víctimas de suplantación de 
identidad: se han utilizado sus nombres para 
difundir contenido falso, lo que puede afectar 
gravemente su trabajo, su financiación o su 
legitimidad social.

2. Identificación: ¿Qué 
señales o indicadores 
pueden ayudarnos a detectar 
campañas de desinformación 
o amenazas híbridas? 
¿Cómo pueden las empresas 
e instituciones identificar 
señales tempranas de 
desinformación y anticiparse 
a sus efectos?

Los participantes del foro coincidieron en 
que cada vez es más difícil identificar la 
desinformación debido a su sutileza y a la 
sofisticación con la que a menudo se elabora. 
El aumento del uso de la IA para generar 
contenidos también añade dificultad a la 
identificación de la desinformación, y las líneas 
entre noticias auténticas, sensacionalismo y 
desinformación intencional pueden llegar a 
ser borrosas. Diferenciar entre desinformación 
general y campañas muy organizadas o 
amenazas híbridas es esencial, especialmente 
para las empresas, porque tienen repercusiones 
diferentes y las respuestas a ellas deben variar 
significativamente. 

Uno de los indicadores o señales clave 
utilizados para identificar las campañas de 
desinformación es la rapidez con la que se 
difunde el mensaje. Múltiples participantes 
mencionaron que reconocen una campaña de 
desinformación cuando identifican mensajes 
rápidos y coordinados a través de varias 
plataformas de redes sociales, especialmente 
desde cuentas que carecen de información 
identificable, lo que podría ser un señal de 
“granjas de bots”. Otro indicador mencionado 
es la falta de fuentes claras en los contenidos 
digitales, en contraste con los medios de 
comunicación tradicionales. La desinformación 
también puede identificarse en el tono de 
los contenidos. Los mensajes centrados en 
provocar miedo u otras respuestas emocionales 
fuertes pueden considerarse una señal de 
desinformación, y se puso el ejemplo de los 
mensajes en redes cerradas como los grupos de 
WhatsApp. Los algoritmos de las redes sociales 
también pueden contribuir a la desinformación, 
por lo que algunos participantes señalaron que 

los contenidos que se adaptan a las creencias 
existentes también deben considerarse un 
signo de desinformación, porque los actores 
que crean la desinformación buscan reforzar los 
prejuicios existentes. 

En el caso de las empresas, uno de los 
indicadores de desinformación mencionados 
se produce cuando aumenta el sentimiento 
negativo en las redes sociales al tiempo que 
baja el precio de las acciones de una empresa, 
lo que podría ser señal de un ataque coordinado 
dirigido a devaluar la empresa. Para que las 
empresas identifiquen mejor la desinformación, 
algunos participantes sugirieron implementar 
algoritmos para vigilar las redes sociales y 
los mercados financieros a fin de detectar los 
patrones de desinformación. Otros afirmaron 
que las organizaciones deben contar con un 
sistema de procesamiento y análisis eficaz 
de la información fiable, que incluya el uso 
de organizaciones de verificación de hechos 
y herramientas basadas en IA, con el fin de 
tener una base de referencia que les ayude a 
identificar mejor las anomalías que podrían 
indicar desinformación. Otra sugerencia para 
las empresas fue elaborar “manuales de crisis” 
que definan claramente los criterios para 
identificar las campañas de desinformación 
organizadas que podrían dirigirse contra 
su organización. Otras soluciones prácticas 
fueron la supervisión de las redes sociales 
para detectar menciones a la organización 
y la gestión de las relaciones con las partes 
interesadas, lo que podría ayudar a detectar 
y mitigar la desinformación en una fase 
temprana. 
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3. Gestión: ¿Qué papel deben 
desempeñar los medios 
de comunicación y las 
plataformas tecnológicas en la 
gestión de la desinformación, 
sin comprometer la 
libertad de expresión? 
¿Qué estrategias específicas 
pueden implementarse a 
nivel nacional e internacional 
para fortalecer la resiliencia 
de las sociedades frente a 
la desinformación? ¿Qué 
estrategias prácticas podemos 
implementar para mitigar los 
riesgos de la desinformación?

El papel de los medios de comunicación a la 
hora de proporcionar información veraz y de 
calidad es clave en la gestión de la amenaza de 
la desinformación. Para desempeñar su papel, 
se mencionó que los medios de comunicación 
deben ser económicamente independientes 
para evitar que sirvan a intereses particulares. 
El actual modelo de ingresos basado en la 
publicidad podría estar contribuyendo a la 
difusión de la desinformación, porque prioriza 
el tráfico y la atención sobre la información de 
calidad. No se trata sólo de la responsabilidad 
de las empresas de medios de comunicación, 
al no aceptar fondos que puedan influir 
en su independencia, sino también de la 
responsabilidad de las empresas, al realizar 
sus anuncios de forma responsable en apoyo 
de medios de comunicación creíbles. Algunos 
participantes sugirieron un cambio hacia 
un modelo en el que los lectores financien 
directamente a los medios para mejorar la 
calidad de la información. 

Otra sugerencia que se hizo fue la de los sellos 
de acreditación, que pueden distinguirlos 
de otros medios o creadores de contenidos 
que no cuentan con procesos de verificación. 
También se mencionó el concepto de tener 
“islas de veracidad” en el sector de los medios, 
en relación con los esfuerzos de organizaciones 
como el Observatorio de Medios e Información 

Responsable, que se centra en promover 
el buen gobierno y la transparencia en los 
medios, así como en ayudar a las empresas en 
la gestión responsable de las amenazas de la 
desinformación. Los medios de comunicación 
también pueden cumplir su papel 
comprometiéndose con el rigor periodístico y 
la rendición de cuentas, aunque esto les pone 
en desventaja en las plataformas que prefieren 
la información instantánea y a menudo no 
verificada a los medios tradicionales. El papel 
de las plataformas también se mencionó 
en los distintos debates, en los que algunos 
pidieron que estuvieran mejor reguladas y se 
cuestionaron si las herramientas que utilizan 
actualmente para combatir la desinformación 
son realmente eficaces. 

A nivel nacional, se mencionó que el Estado 
podría desempeñar un papel a la hora de 
garantizar los límites y las reglas del juego en el 
mercado de la información, para proporcionar 
seguridad jurídica y fomentar la confianza. 
Algunos ejemplos fueron el establecimiento de 
requisitos para ser un medio de comunicación. 
La Ley de Servicios Digitales (DSA) y el papel 
de organismos como la CNMC se mencionaron 
como pasos hacia una regulación adecuada. 
Sin embargo, se mencionó que tienen que 
gestionar el riesgo de ser percibidos como 
censores. Algunos dijeron que la intervención 
del sector público en los mercados de la 
información debería ser limitada, para que 
los intereses políticos no afecten también a la 
información. Los deliberantes insistieron en la 
necesidad de una colaboración público-privada 
en este asunto, a fin de generar credibilidad y 
confianza. 

Otras regulaciones sugeridas por los 
participantes incluyeron restricciones de 
edad para el uso de los medios sociales, 
estableciendo paralelismos con otros 
reglamentos de seguridad existentes. La 
importancia de aplicar consecuencias a las 
figuras políticas o mediáticas que difundan 
desinformación también se mencionó como 
una posible iniciativa a nivel nacional. 

Otra estrategia que puede utilizarse para 
combatir los riesgos de la desinformación a 
nivel nacional e internacional es a través de 
la educación, concretamente el aumento de 

la alfabetización mediática y la promoción 
del pensamiento crítico en los ciudadanos, 
animándoles a dudar de la información que 
reciben. En relación con esto, se mencionó que 
concienciar a las víctimas de la desinformación 
de la manipulación a la que se han enfrentado 
podría ayudarles a crear resiliencia ante futuras 
amenazas. 

En general, los deliberantes destacaron la 
importancia de que el Estado fomente la 
credibilidad y la confianza, bien estableciendo 
espacios de confianza, bien reforzando las 
iniciativas de verificación de los hechos y 
formando a los profesionales para hacer frente 
a las amenazas híbridas y a la desinformación. 

En cuanto a las estrategias prácticas 
de mitigación, una de las más básicas y 
fundamentales que se sugirieron fue la 
verificación de la información procedente 
de múltiples fuentes para garantizar su 
credibilidad. También se mencionaron las 
iniciativas de comprobación de hechos, y se 
destacó que su impacto está limitado por 
la voluntad de la gente de utilizarlas. Todo 
el mundo puede ser un agente potencial de 
desinformación y, por tanto, es responsabilidad 
de cada individuo desarrollar un pensamiento 
crítico y evitar difundir información no 
verificada. 

Para las empresas, las estrategias prácticas 
incluían establecer relaciones sólidas con sus 
interlocutores mediante una comunicación 
proactiva, con el fin de generar confianza. 
Otra forma que tienen las organizaciones de 
generar confianza es trabajar para garantizar la 
coherencia entre sus valores declarados y sus 
acciones. A la hora de gestionar la información 
y enfrentarse a una posible desinformación, es 
importante distinguir entre la desinformación 
y un ataque dirigido, para que la organización 
pueda responder en consecuencia. Es 
importante ser proactivo y abordar la posible 
desinformación antes de que se difunda 
ampliamente, y en el caso de ataques de 
desinformación, los distintos departamentos 
de la organización deben trabajar juntos para 
producir una respuesta integrada. 

CONCLUSIONES DE LA 
DELIBERACIÓN

1.	 La deliberación dejó claro que la 
desinformación afecta a todos los sectores 
de la sociedad. Nadie es completamente 
inmune, independientemente de su rol o 
entorno profesional. Esta vulnerabilidad 
se ve potenciada por la capacidad 
de la desinformación para circular 
simultáneamente a través de múltiples 
canales —tanto en el ámbito público como 
en el privado y el tercer sector— y por 
su tendencia a alinearse con creencias 
preexistentes, dificultando una evaluación 
crítica desapasionada.

2.	 Del mismo modo, se reconoció que 
cualquier persona o institución puede, 
de forma involuntaria o deliberada, 
convertirse en agente de desinformación. 
Esta doble condición —vulnerabilidad y 
responsabilidad— subraya la importancia de 
fomentar el pensamiento crítico y reforzar 
los mecanismos individuales y colectivos de 
verificación.

3.	 Aunque la desinformación no es un 
fenómeno nuevo, la expansión de las 
plataformas digitales y el auge de la 
inteligencia artificial han amplificado 
su alcance e impacto, al tiempo que han 
hecho más difícil su identificación. En este 
contexto, construir credibilidad y generar 
confianza se vuelve no solo deseable, sino 
esencial para cualquier estrategia eficaz de 
contención.

4.	 Los efectos de la desinformación pueden ser 
graves e incluso irreversibles. En el ámbito 
empresarial, se manifiestan principalmente 
en términos de daños reputacionales, 
mientras que en el plano institucional 
contribuyen a la erosión de la confianza 
pública en pilares clave como el gobierno o 
los medios de comunicación.
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5.	 Estos últimos —los medios— enfrentan 
un dilema complejo: cómo mantener la 
atención de las audiencias sin sacrificar su 
credibilidad. En este sentido, se destacó la 
necesidad de promover un uso responsable 
de la publicidad, tanto por parte de los 
medios como de los anunciantes, y se 
subrayó el valor estratégico del periodismo 
de calidad como parte de la solución.

6.	 Asimismo, se consideró que las 
rectificaciones rápidas y los esfuerzos 
de verificación (fact-checking) son 
esenciales para mitigar los daños cuando 
la desinformación ya se ha propagado. En 
esta tarea, se abre la puerta a explorar el uso 
de herramientas de inteligencia artificial, 
siempre con el debido control humano.

7.	 Sin embargo, también se advirtió que las 
soluciones tecnológicas, por sí solas, son 
insuficientes, ya que la desinformación 
plantea desafíos de naturaleza moral, 
educativa y política. Desde una perspectiva 
empresarial, se señaló la necesidad de 
articular respuestas estratégicas integradas, 
que superen la fragmentación organizativa y 
conecten distintas áreas y departamentos en 
torno a una misma lógica de acción.

8.	 Finalmente, la educación se reafirmó como 
una herramienta imprescindible a largo 
plazo, capaz de dotar a las personas de las 
competencias necesarias para navegar en 
un ecosistema informativo cada vez más 
complejo y distinguir con mayor claridad la 
información veraz de la manipulada.

S E S I Ó N  3

Fundamento ético o reputacional6

¿Qué inspira realmente las políticas sociales y climáticas de las empresas?

6	  La tercera y última sesión de la tercera edición de Mejores Empresas, Mejor Democracia se celebró el 20 de febrero 
del 2025 en IESE Business School.

Esta sesión se centró en los fundamentos 
detrás de las políticas sociales y climáticas de 
las empresas. Consistió en un diálogo inicial 
entre Clara Rey, directora de sostenibilidad 
de Repsol, y Tomás Conde, director de ESG y 
sustainable finance en N World, moderado por 
Joan Fontrodona, director del departamento de 
ética empresarial del IESE Business School. 

PONENCIA PRINCIPAL

El cambiante contexto 
político mundial

El debate actual sobre las políticas sociales y 
climáticas en las empresas implica muchos 
elementos diferentes, como el contexto 
geopolítico, los riesgos para la reputación 
y las consideraciones éticas. El estado 
actual de la política mundial ha cambiado 
considerablemente desde la elección del 
presidente estadounidense Donald Trump. 
Algunas de sus políticas y cambios están 
empezando a afectar directamente a las 
empresas. Por ejemplo, el 20 de enero de 
2025, el presidente Trump firmó la Orden 
Ejecutiva 14151, titulada “Eliminación de 
Programas y Preferencias Gubernamentales 
Radicales y Despilfarradores de DEI”, que 
refleja la postura de la administración sobre la 
DEI e iniciativas similares, que las considera 
una fuente de discriminación inversa y algo 
que puede alejar a las instituciones de los 

principios de mérito y capacidad. Este cambio 
de política ha repercutido en el debate sobre las 
responsabilidades sociales y económicas de las 
empresas, no sólo en Estados Unidos, sino en 
todo el mundo.  

La complejidad de las 
regulaciones europeas de 
sostenibilidad

En Europa específicamente, ha habido 
discusiones sobre la idoneidad y la sobrecarga 
de las regulaciones ambientales y sociales 
existentes, lo que ha llevado a algunos a 
preguntarse sobre una posible desaceleración 
o regresión en los esfuerzos de sostenibilidad, 
o una posible “involución en sostenibilidad”. 
Esto está relacionado con la tendencia de 
los europeos a centrarse en la regulación, 
lo que a veces puede llevar a una posible 
sobrerregulación. 

Líderes empresariales europeos, como Christian 
Bruch, director ejecutivo de Siemens Energy, 
han expresado su preocupación de que “la carga 
que representan las regulaciones destinadas 
a medir el impacto ambiental de las empresas 
es desproporcionada en relación con los 
beneficios”. Concretamente, la Corporate 
Sustainability Reporting Directive (CSRD) ha sido 
criticada por la dificultad que supone para las 
empresas cumplir con ella y por imponer cargas 
desproporcionadas, especialmente a las PYMEs, 
debido a los altos costes de cumplimiento. 
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En el informe Draghi (2024), se citó que los 
costes de cumplimiento representan hasta 
el 12,5% de los volúmenes de inversión de 
empresas medianas. El coste de cumplir con la 
CSRD en 2024 fue casi cinco veces el coste de 
los informes de sostenibilidad en 2023, lo que 
podría suponer una carga significativa para las 
empresas más pequeñas. Otras dificultades para 
cumplir con la CSRD incluyen la necesidad de 
reportar datos irrelevantes y conflictos con las 
leyes locales.

La CSRD es solo un ejemplo de las regulaciones 
europeas que abruman a las empresas. Otras 
mencionadas fueron la Directiva de Diligencia 
Debida en Sostenibilidad Corporativa (CSDDD), 
el Mecanismo de Ajuste en Frontera por 
Carbono (CBAM) y la Taxonomía de la UE 
para actividades sostenibles. Este conjunto de 
regulaciones y su complejidad es lo que impulsa 
la percepción de que hay una sobrecarga 
regulatoria en Europa. Aunque el razonamiento 
detrás de estas regulaciones suele ser 
positivo, buscando mayor orden, coherencia, 
comparabilidad y transparencia en la 
sostenibilidad empresarial, su implementación 
y ejecución se consideran excesivamente 
complejas.

Motivaciones detrás de 
políticas sociales y climáticas 

Si bien las regulaciones juegan un papel clave 
en la definición de las políticas empresariales 
sobre sostenibilidad social y climática, 
las decisiones corporativas no responden 
únicamente al marco normativo. También 
están fuertemente influenciadas por las 
expectativas y presiones de los inversores, 
en particular aquellos alineados con criterios 
ESG (ambientales, sociales y de gobernanza), 
quienes exigen transparencia y compromiso 
con prácticas sostenibles. Al mismo tiempo, 
las empresas deben ganarse la confianza de 
un ecosistema diverso de grupos de interés —
accionistas, entidades financieras, clientes y 
comunidades locales—, lo que se conoce como 
la “licencia social para operar”.

Contar con políticas sólidas en materia ESG 
no solo responde a exigencias externas, sino 
que se ha consolidado como un indicador de 
competitividad empresarial, ya que permite 
evaluar la viabilidad y resiliencia a largo plazo 
de las organizaciones. No obstante, el equilibrio 
entre estas demandas del mercado y un 
entorno regulatorio cada vez más fragmentado 
y complejo plantea desafíos estratégicos 
importantes. 

A pesar de ello, persisten posturas críticas que 
cuestionan la autenticidad de los compromisos 
empresariales con la sostenibilidad. 
Algunos sostienen que las políticas ESG han 
surgido principalmente como respuesta al 
cumplimiento normativo, lo que ha derivado 
en acusaciones de greenwashing o en prácticas 
superficiales más orientadas a la imagen que al 
impacto real. Si en ciertas regiones el empuje 
regulatorio y social estuviera disminuyendo, 
cabe preguntarse si los compromisos actuales 
en materia de diversidad, equidad, inclusión 
(DEI) y sostenibilidad ambiental se mantendrán 
o comenzarán a erosionarse. En este contexto, 
emerge una pregunta fundamental: ¿están 
guiadas estas políticas por convicción ética o 
por cálculo reputacional?

En el pasado, uno de los principales incentivos 
para adoptar iniciativas sostenibles fue el 
concepto de “elegibilidad”: muchas empresas 
buscaban mejorar su posición en procesos 
de selección de proveedores, licitaciones 
públicas y contratación privada, mostrando 
así credenciales sólidas en sostenibilidad 
como parte de su gestión de riesgos y 
posicionamiento estratégico.

Más recientemente, el enfoque financiero ha 
ganado fuerza. Desde esta óptica, las iniciativas 
ESG se perciben como herramientas de gestión 
del riesgo financiero, donde la materialidad 
económica es el principal criterio. No obstante, 
el concepto de doble materialidad —que 
considera tanto los efectos de la empresa sobre 
el entorno como los impactos del entorno en 
la empresa— ha ampliado el marco de análisis. 
Aun así, se argumentó que, en la práctica, 
muchas compañías siguen dando prioridad 
a la materialidad financiera como criterio 
predominante.

Bajo esta lógica, la sostenibilidad empresarial 
se justifica por el “business case”: se 
adopta porque genera beneficios, mejora la 
competitividad o protege la rentabilidad. Sin 
embargo, durante la deliberación también 
se subrayó la importancia de recuperar el 
“moral case”: la convicción de que asumir 
responsabilidades sociales y medioambientales 
no debería depender exclusivamente de su 
rentabilidad, sino de un compromiso ético 
con la sociedad. Desde esta perspectiva, ser 
sostenible implica estar dispuesto, en algunos 
casos, a sacrificar beneficios en favor del bien 
común. Esto plantea un debate central para 
muchas organizaciones, que enfrentan la 
tensión entre ser rentables y ser responsables, 
y que rara vez están dispuestas a renunciar a lo 
primero para garantizar lo segundo. Tal vez la 
pregunta más honesta que una empresa podría 
hacerse no es: “¿cuánto puedo ganar siendo 
sostenible?”, sino: “¿cuánto estoy dispuesta a 
dejar de ganar por serlo?”

Se reconoció ampliamente la necesidad de 
simplificar el actual entorno regulador de 
la sostenibilidad, y de avanzar hacia una 
aplicación más práctica y operativa. Para 
lograrlo, será clave que responsables políticos 
y empresas colaboren más estrechamente en 
la elaboración de marcos normativos que sean 
tanto eficaces como viables. A su vez, se instó a 
las empresas a mejorar su forma de comunicar 
los esfuerzos de sostenibilidad, haciéndola más 
clara, comprensible y accesible para todos los 
grupos de interés.

De lo contrario, existe el riesgo de una 
creciente “fatiga de sostenibilidad”, derivada 
de la complejidad técnica y la proliferación 
de conceptos difíciles de traducir en acciones 
concretas. En última instancia, el futuro de 
las políticas climáticas y sociales en el mundo 
empresarial probablemente requerirá un 
delicado equilibrio entre principios éticos, 
reputación corporativa y realismo regulatorio, 
de modo que se fomente un progreso tangible 
hacia un futuro más sostenible sin paralizar la 
capacidad operativa de las empresas.

7	  En el Anexo 2 se detalla un listado de los participantes en esta sesión

DELIBERACIÓN EN GRUPOS7

Preguntas para la deliberación

1. El actual entorno 
geopolítico nos obliga a 
repensar de nuevo el concepto 
de responsabilidad social y 
medioambiental empresarial 
¿cuál debería ser el principal 
fundamento de las políticas 
sociales y climáticas de las 
empresas?

Varios participantes coincidieron en que el 
actual contexto geopolítico obliga a repensar 
el concepto de sostenibilidad y su lugar en 
las prioridades estratégicas. Mientras algunos 
vieron en esta coyuntura una oportunidad para 
un “borrón y cuenta nueva”, otros defendieron 
con firmeza la necesidad de que la Unión 
Europea mantenga su liderazgo en esta agenda, 
no solo como compromiso interno, sino como 
palanca de influencia global. Hubo consenso en 
que un repliegue en materia de sostenibilidad 
por parte de la UE podría poner en riesgo 
los avances ya conseguidos y debilitar su 
credibilidad internacional.

Contar con un marco regulatorio robusto fue 
interpretado, no como una carga, sino como 
una posible ventaja competitiva estratégica 
frente a otras regiones del mundo. En última 
instancia, la idea que más peso tuvo en el 
debate fue la urgencia de que la UE articule una 
estrategia clara, coherente y proactiva ante el 
nuevo escenario geopolítico, capaz de preservar 
sus principios sin perder capacidad de acción e 
influencia.

En relación con los fundamentos de las 
políticas sociales y climáticas adoptadas por las 
empresas, varios participantes expresaron la 
convicción de que su origen no es estrictamente 
empresarial, sino que responde, en esencia, a 
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impulsos de naturaleza moral y política. Según 
esta perspectiva, la noción de sostenibilidad no 
surgió de una lógica corporativa interna, sino 
que fue articulada a través del debate político, 
las normas públicas y la presión social. En 
este sentido, se subrayó que su legitimidad se 
ancla en principios éticos colectivos, más que 
en decisiones estratégicas impulsadas desde el 
mundo empresarial.

A lo largo del debate, varios participantes 
expresaron una crítica contundente hacia lo 
que perciben como una politización excesiva 
y una sobrerregulación del concepto de 
sostenibilidad. En particular, se cuestionó 
la normativa europea —como la Directiva 
de Informes de Sostenibilidad Corporativa 
(CSRD)— por su carácter excesivamente 
técnico, burocrático y poco operativo en la 
práctica. Desde esta perspectiva, se pidió 
avanzar hacia una despolitización del marco 
normativo y hacia una mayor coherencia entre 
las regulaciones relativas a las actividades 
ambientales, sociales y de gobernanza. También 
se puso en duda que este enfoque normativo, 
con fuerte carga política, constituya un 
fundamento adecuado para generar un impacto 
social y medioambiental efectivo.

En contraste, otros participantes defendieron 
que la legitimidad de las democracias 
representativas es suficiente para establecer 
los límites dentro de los cuales las empresas 
deben actuar, siempre que esos límites reflejen 
fielmente los valores de la sociedad. En general, 
se destacó la necesidad de una regulación 
más inteligente, basada en principios, menos 
burocrática y más enfocada en facilitar el 
cumplimiento efectivo, en lugar de imponer un 
volumen creciente de exigencias difíciles de 
implementar.

Una segunda corriente de opinión apuntó a 
que el motor de las políticas medioambientales 
y sociales debería ser la libertad empresarial. 
Desde esta visión, las compañías deben contar 
con la autonomía suficiente para operar de forma 
responsable dentro de un marco legal general, 
confiando en que el mercado, a través de las 
preferencias de consumidores e inversores, actúe 
como principal regulador. La competitividad, 
en este enfoque, se convierte en el principal 
incentivo para adoptar políticas sostenibles.

Dentro de este marco surgieron debates en 
torno a la idea de que “ser bueno es rentable”, 
así como sobre el papel creciente de la 
inversión de impacto. Algunos participantes 
defendieron que existe una demanda creciente 
por parte de los consumidores hacia empresas 
más responsables desde el punto de vista 
medioambiental o social. No obstante, se 
matizó que esta lógica no aplica por igual 
en todos los sectores. En industrias como la 
farmacéutica o la tecnológica, se argumentó 
que la normativa europea sobre sostenibilidad 
podría incluso estar generando desventajas 
competitivas frente a empresas de otras 
regiones con marcos regulatorios menos 
exigentes.

Más allá del binomio entre regulación y 
rentabilidad, una tercera perspectiva propuso 
que las políticas sociales y climáticas de las 
empresas deberían basarse en principios éticos 
y valores fundamentales. Bajo esta lógica, una 
organización con valores claros —por ejemplo, 
en relación con los derechos humanos en su 
cadena de suministro— podría estar dispuesta 
a sacrificar parte de su rentabilidad para 
garantizar el cumplimiento de esos principios, 
como elegir un proveedor más caro pero 
éticamente responsable.

Sin embargo, también se planteó que la 
ética y la moral son cualidades propias de 
los individuos, no de las organizaciones. Por 
tanto, la responsabilidad ética de una empresa 
recaería en quienes la dirigen y forman parte de 
ella, y no en la entidad jurídica en abstracto. A 
partir de esta reflexión, algunos participantes 
defendieron que, si bien los valores son 
importantes, las empresas no pueden ni deben 
anteponer siempre la ética a la rentabilidad, 
ya que tienen la obligación —en muchos 
casos legal— de maximizar el valor para sus 
accionistas.

En última instancia, se concluyó que debe 
buscarse un equilibrio dinámico entre ética, 
normativa e intereses empresariales. Si los 
individuos que componen una sociedad 
democrática tienen valores éticos sólidos, 
ese ethos colectivo debería reflejarse en el 
diseño de las normativas que rigen la actividad 
empresarial. A su vez, las empresas podrían 
aplicar políticas sociales y medioambientales 

tanto en respuesta a las convicciones éticas de 
sus equipos directivos como para responder a 
una demanda creciente de ética en el mercado, 
que puede convertirse también en una palanca 
para mejorar su desempeño económico.

2. ¿Son eficientes en el largo 
plazo las políticas sociales y 
climáticas de las empresas?

Los participantes se mostraron escépticos sobre 
si las actuales políticas sociales y climáticas de 
las empresas son eficientes a largo plazo. Se 
dieron muchas razones diferentes para apoyar 
esta idea, la mayoría relacionadas con el estado 
de las normativas existentes. Se argumentó 
que las normativas actuales, demasiado 
complejas y detalladas, son ineficaces porque 
aumentan los costes para las empresas sin 
garantizarles resultados positivos a largo plazo. 
En opinión de los participantes, esto se debe 
a que la atención se centra actualmente en la 
presentación de informes y el cumplimiento 
de la normativa, en lugar de en la integración 
estratégica de la sostenibilidad y, por tanto, 
podría no ser eficaz a la hora de lograr un 
impacto real. Otras críticas al sistema actual 
es que se asemeja a un “control de gestión” o 
incluso a un “sistema religioso”. Por último, 
los múltiples grupos mencionaron la falta de 
una estrategia europea clara en materia de 
sostenibilidad, y que la normativa establecida 
debería seguir un plan estratégico para ser 
eficaz y tener impacto. 

Para que las políticas sociales y climáticas sean 
eficientes a largo plazo, algunos participantes 
sugirieron que depende de cómo se diseñen 
e integren estas políticas en el modelo de 
negocio de una empresa. Sostuvieron que 
si la sostenibilidad se incorpora realmente 
a la empresa y está impulsada por intereses 
empresariales como la gestión de riesgos, 
la eficiencia de los recursos o las ventajas 
competitivas, podría ser sostenible a largo 
plazo. También se sugirió que si se hiciera 
hincapié en los incentivos de las prácticas 
sostenibles, en lugar de basarse puramente en 
el cumplimiento, también podría ser más eficaz. 

Aparte de que las políticas de sostenibilidad 
estén alineadas con los intereses empresariales, 
se mencionó que el éxito y la eficacia a largo 
plazo también podrían ser el resultado de 
una base de auténtico compromiso ético de 
la empresa. Esto se debe a que las políticas 
impulsadas únicamente por presiones 
normativas o problemas de reputación pueden 
ser menos sólidas y eficientes que las que 
se basan en los valores fundamentales de la 
empresa. 

Algunos mencionaron que la eficacia de 
las políticas medioambientales y sociales 
también depende del contexto en el que se 
establecen. Un participante destacó el hecho 
de que muchas iniciativas relacionadas 
con la conciencia social y medioambiental 
surgen después de una crisis, y que si bien 
las normativas actuales podrían ser una 
respuesta a crisis percibidas en la sociedad 
y el medio ambiente, aún tenemos que ver 
si van a ser eficientes o no a largo plazo. 
Otro participante mencionó que cuando 
los reguladores o las empresas establecen 
políticas u objetivos relacionados con la 
sostenibilidad, tienen que tener un calendario 
claro y entender cuánto tiempo va a llevar que 
estas iniciativas sean efectivas, y que luego 
tienen que comprometerse con las iniciativas. 
Se mencionó que esto es difícil de conseguir 
porque el horizonte que se establece a menudo 
se retrasa. 

Por último, la eficacia de las políticas 
medioambientales y sociales de las empresas 
también depende del apoyo de la demanda del 
mercado, que se basa en que los individuos 
asuman su responsabilidad como consumidores 
para apoyar a las empresas más sostenibles. Si 
los consumidores no valoran ni apoyan a las 
empresas que tienen prácticas sostenibles, la 
eficacia a largo plazo de las políticas de estas 
empresas será limitada. 
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5.	 También se abordó la tensión entre el 
“business case” (la sostenibilidad como 
estrategia para el crecimiento) y el “moral 
case” (la sostenibilidad como obligación 
ética). Algunas voces defendieron que 
las empresas deben estar dispuestas, en 
determinados contextos, a sacrificar parte 
de su rentabilidad para actuar de forma 
coherente con sus valores. Sin embargo, 
otros recordaron que la ética es una cualidad 
propia de las personas, no de las entidades 
jurídicas, y que la responsabilidad ética de 
la empresa está, en última instancia, en 
quienes la dirigen y representan.

6.	 Frente a este debate, emergió un principio 
compartido: es necesario encontrar un 
equilibrio inteligente entre regulación, 
ética e intereses empresariales, que permita 
avanzar hacia modelos sostenibles sin 
comprometer la viabilidad económica.

7.	 En cuanto a la eficacia a largo plazo de 
las políticas sociales y climáticas, hubo 
escepticismo respecto a si el modelo actual 
es capaz de generar un impacto sostenido. 
La excesiva complejidad y carga burocrática 
de ciertas regulaciones, como la CSRD, 
fue señalada como un obstáculo que 
desincentiva la integración estratégica de 
la sostenibilidad en los modelos de negocio. 

Se cuestionó que el foco actual esté en el 
cumplimiento y la rendición de cuentas 
formal, más que en el cambio estructural.

8.	 Se sugirió que la eficacia de estas políticas 
dependerá en gran medida de cómo 
se diseñen e integren en la estrategia 
empresarial, así como de la claridad en 
los calendarios de implementación y de 
la coherencia de los marcos normativos. 
También se destacó que las políticas que 
responden a una convicción ética y se 
alinean con los valores de la empresa 
suelen ser más sostenibles en el tiempo 
que aquellas motivadas exclusivamente por 
presiones reputacionales o regulatorias.

9.	 Por último, se subrayó que la eficacia de las 
políticas sociales y ambientales no depende 
solo de las empresas o los reguladores, 
sino también de los consumidores. Si la 
demanda del mercado no valora ni premia 
el compromiso sostenible, los incentivos se 
debilitan. En ese sentido, el comportamiento 
de los individuos como ciudadanos y 
consumidores es parte inseparable de la 
ecuación para construir un futuro más justo 
y sostenible.

CONCLUSIONES DE LA 
DELIBERACIÓN

La sesión 3 del foro estuvo marcada por una 
reflexión profunda sobre el nuevo contexto 
geopolítico y su impacto en la responsabilidad 
social y ambiental de las empresas. A 
continuación enumeramos las principales 
conclusiones:

1.	 Muchos participantes coincidieron 
en que este entorno de tensiones 
políticas, cuestionamientos ideológicos 
y reconfiguraciones normativas obliga a 
repensar el concepto de sostenibilidad y a 
revisar los fundamentos sobre los cuales se 
construyen las actuales políticas sociales y 
climáticas corporativas.

2.	 Aunque algunos vieron en esta coyuntura 
una oportunidad para redefinir prioridades 
—incluso con un “borrón y cuenta nueva”—, 
otros defendieron que la Unión Europea 
debe mantener su liderazgo normativo y 
su estrategia climática y social como una 
palanca de influencia global. Cambiar 
de rumbo podría debilitar la credibilidad 
del proyecto europeo y erosionar logros 
alcanzados con gran esfuerzo. En este 
sentido, contar con una regulación sólida 

y coherente se percibió como una ventaja 
competitiva estratégica, que podría 
consolidar el papel de Europa en el nuevo 
orden global.

3.	 Uno de los puntos más debatidos fue 
el fundamento ético, estratégico o 
normativo de las políticas empresariales 
de sostenibilidad. Algunos participantes 
sostuvieron que la sostenibilidad nace 
de impulsos morales y políticos, y no 
de la iniciativa espontánea del mundo 
corporativo. Desde esta perspectiva, 
su legitimidad se deriva del mandato 
democrático y de la presión social, más 
que de una convicción intrínseca de las 
empresas. Otros, en cambio, subrayaron 
que las empresas deben tener la libertad 
de actuar de forma responsable dentro de 
un marco legal claro, siendo el mercado —a 
través de consumidores e inversores— el 
principal regulador de sus conductas.

4.	 En este punto, se puso en valor la idea 
de que “ser bueno puede ser rentable”, 
aunque también se señaló que esto no es 
universal ni se aplica por igual en todos los 
sectores. En algunos, como el farmacéutico 
o el tecnológico, las exigencias normativas 
europeas podrían incluso suponer una 
desventaja competitiva frente a otras regiones.
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solo por su rentabilidad, sino también por su 
impacto en la autonomía, la reputación y los 
principios fundacionales de la organización.

La tercera línea de reflexión giró en torno 
a los riesgos de la desinformación. El foro 
coincidió en que este fenómeno representa una 
amenaza estructural para la confianza social, 
la estabilidad institucional y la reputación 
empresarial. Nadie está completamente a 
salvo, y todos —personas, empresas, medios 
y administraciones— pueden convertirse en 
agentes involuntarios de desinformación. En 
este escenario, construir confianza se vuelve 
un imperativo estratégico. Y ello exige, entre 
otras cosas, promover un uso responsable 
de la publicidad, apoyar el periodismo de 
calidad, reforzar la transparencia institucional 
y mejorar la alfabetización mediática de la 
ciudadanía.

Finalmente, se abordó con especial 
profundidad la cuestión de la sostenibilidad 
y sus fundamentos. ¿Actúan las empresas por 
convicción ética o por cálculo reputacional? 

¿La normativa europea impulsa el cambio o 
lo burocratiza? ¿Ser sostenible es rentable o 
debe ser, ante todo, lo correcto? Las respuestas 
no son unívocas, pero el foro sí mostró un 
acuerdo de fondo: la sostenibilidad debe dejar 
de concebirse como un apéndice decorativo 
y pasar a formar parte del núcleo estratégico 
y cultural de las organizaciones. Para ello, es 
necesario un nuevo equilibrio entre regulación 
inteligente, convicciones éticas claras y 
realismo operativo.

En resumen, este foro ha confirmado que 
las mejores empresas no son solo aquellas 
que generan valor económico, sino las que 
contribuyen activamente al fortalecimiento de 
la democracia. Y que esta contribución —ética, 
deliberativa y estratégica— no debe entenderse 
como una carga, sino como una fuente de 
legitimidad, resiliencia y liderazgo en el mundo 
que viene.

Conclusiones finales

La tercera edición de Mejores Empresas, Mejor 
Democracia nos ha confirmado una intuición 
que recorre transversalmente todas las 
sesiones: las empresas no operan en un vacío 
normativo ni ético, sino en un entramado de 
relaciones, expectativas y tensiones que definen 
su legitimidad social. El contexto geopolítico, la 
transformación digital y la polarización política 
han reconfigurado ese entorno, exigiendo una 
revisión honesta de las condiciones bajo las 
cuales las empresas pueden y deben ejercer su 
responsabilidad en democracia.

A lo largo del foro se ha puesto de relieve que 
las empresas ya no pueden limitarse a ser 
actores económicos neutrales. Son también 
actores morales, sociales y —en muchos 
casos— políticos. Sus decisiones impactan en 
la confianza pública, en la cohesión social, 
en la calidad del debate democrático y en 
la sostenibilidad del entorno natural. Esta 
nueva centralidad exige desarrollar una 
responsabilidad política corporativa que, 
sin sustituir al Estado ni invadir su función 
representativa, contribuya activamente a la 

protección del bien común en un contexto cada 
vez más fragmentado.

Una primera tensión explorada en el foro ha 
sido la del relativismo ético en un mundo 
global. La expansión internacional de las 
empresas obliga a operar en jurisdicciones 
con marcos de valores dispares, y a menudo 
incompatibles. Frente a este desafío, se 
defendió una ética empresarial deliberativa: 
lo suficientemente firme como para no diluir 
principios esenciales, y lo bastante flexible 
como para adaptarse con inteligencia cultural a 
contextos diversos.

La segunda gran tensión analizada fue la que se 
da entre integridad y supervivencia. La entrada 
de fondos soberanos en empresas estratégicas, 
o la exposición a prácticas corruptas en 
determinados mercados, plantea dilemas éticos 
profundos. Aquí, el foro ha reivindicado el 
valor de la anticipación y la deliberación: las 
empresas deben trazar sus líneas rojas antes de 
verse sometidas a presiones externas, y dotarse 
de mecanismos para evaluar sus decisiones no 
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3. Publicación del Informe de Conclusiones 
y Material Audiovisual Resultante de la 
Sesión

Ethosfera elaborará un informe final de 
conclusiones basado en las discusiones de las 
sesiones. Este informe será de acceso público 
y orientado a presentar los temas principales, 
conclusiones y posibles recomendaciones 
sin revelar identidades específicas de los 
participantes. Además, para dar visibilidad 
a la iniciativa y fomentar el debate público, 
se generarán los siguientes materiales 
audiovisuales:

- 	 Video general de la iniciativa: Un video de 
50 segundos que presenta la iniciativa en 
conjunto, con una introducción de Elena 
Herrero-Beaumont, directora de Ethosfera. 
Este video incluirá recursos visuales de 
ponentes, asistentes, y momentos del cóctel.

  
- 	 Video resumen de cada sesión: Un video de 

50 segundos para cada sesión específica, con 
voz en off, resaltando los aspectos clave y 
conclusiones de la discusión.

  
- 	 Grabación de testimonios breves: Durante el 

cóctel, se recopilarán testimonios en video 
de los asistentes y participantes, los cuales 
serán editados y formateados para ajustarse 
a futuras estrategias de difusión.

  
- 	 Fotografías: Se tomarán fotografías durante 

el evento para documentar la participación 
y el desarrollo de las sesiones, las cuales se 
utilizarán en publicaciones de Ethosfera y en 
redes sociales.

Todos estos materiales serán preparados para 
su difusión en los canales oficiales de Ethosfera 
y en redes sociales, siguiendo la misma norma 
de no atribución directa a los participantes y 
respetando su anonimato. El enfoque visual 
permite expandir el impacto de la iniciativa, 
presentando los contenidos y conclusiones 
de manera atractiva para un público amplio, 
mientras se respeta la confidencialidad de los 
asistentes.

4. Continuación de la deliberación online 
a través de una Plataforma de Tecnología 
Descentralizada, Seed Hypermedia
  
Para dar continuidad a la deliberación y 
permitir un intercambio de ideas a largo plazo, 
Ethosfera ofrecerá acceso a la comunidad de 
Mejores Empresas, Mejor Democracia a un 
espacio de debate online en una plataforma 
descentralizada llamada Seed Hypermedia. Esta 
plataforma permitirá a los participantes seguir 
colaborando, compartiendo puntos de vista y 
construyendo sobre las ideas de la sesión inicial 
de manera segura y privada. Cada usuario 
podrá interactuar bajo un pseudónimo, si así 
lo desea, para garantizar la confidencialidad y 
la libertad de expresión. Las contribuciones en 
esta plataforma seguirán los mismos principios 
de no atribución establecidos en la Política de 
Deliberación Pública de Ethosfera.

Esta política respalda los principios de 
Ethosfera para promover un diálogo 
constructivo y seguro, preservando la 
integridad y privacidad de todos los 
participantes.

A N E X O  0 1

Política de la deliberación pública de 
Ethosfera

Nuestro objetivo como think 
tank es fomentar un espacio 
de deliberación pública de 
confianza y respeto mutuo, 
donde los participantes 
puedan expresar libremente 
sus ideas sin que sus 
identidades sean reveladas o 
sus opiniones individualizadas 
sean atribuidas públicamente. 
El elemento diferencial de 
este foro de deliberación es la 
incorporación de la variable 
ética en las discusiones. 

A continuación resumimos los elementos de 
nuestra política. 

1. Grabación de las sesiones

Las sesiones organizadas bajo esta política 
pueden ser grabadas exclusivamente con 
fines internos y de documentación para la 
elaboración de informes de conclusiones. Las 
grabaciones estarán restringidas al equipo de 
Ethosfera que esté a cargo de la redacción y 
análisis de las discusiones, y no se compartirán 
ni publicarán bajo ninguna circunstancia. Al 
inicio de cada sesión, los participantes serán 
informados sobre la grabación y podrán optar 
por no ser grabados en momentos específicos, 
si así lo prefieren.

2. Reglas de Atribución
  
De acuerdo con esta política, los participantes 
podrán utilizar y referirse a las ideas y 
conclusiones compartidas durante la sesión, 
pero sin atribuir directamente esas ideas a 
ninguna persona ni mencionar la identidad 
de los participantes. Esta regla de atribución 
permite la libre circulación de información 
derivada de la sesión sin comprometer la 
identidad de quienes contribuyeron, respetando 
así su privacidad y fomentando la participación 
honesta.
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Blanca Narváez Vega, 
Directora General, Fundación 
Mutualidad
Beatríz Escriñá, 
Directora de Operaciones, Fundación 
Hermes
Marlen Estevez, 
Presidenta, Women in the Legal 
World
Marta Ortiz, 
Vicepresidente, The European House 
Ambrosetti
Laura Duque, 
Consejera del Consejo Científico de la 
Escuela de Pensamiento, Fundación 
Mutualidad
Miguel Lopez Quesada, 
Presidente, Dircom
Inés Rovira, 
Directora Fórum Familiar, IEF
Elena Herrero-Beaumont, 
directora, Ethosfera
David Martínez, 
Director Ejecutivo, Transparency 
International
Rafael Rubio, 
Profesor, Universidad Complutense 
de Madrid
José Zamarriego, 
Director de la Unidad de Supervisión 
Deontológica, Farmaindustria
Valentina Martínez, 
Directora, OIKOS
Lucía Sánchez-Ocaña, 
Vicepresidenta primera, ASCOM
María Guerrero, 
Fundadora y presidente, Fundación 
Acción por la Música

FILÓSOFOS/EXPERTOS EN ÉTICA 
EMPRESARIAL

Ricardo Calleja, 
lecturer, IESE Business School
Alejandro Martínez Carrasco, 
profesor, UNAV
Fabio Scalese, 
profesor, Universidad Pontificia de 
Salamanca

Sesión 3
ALTA ADMINISTRACIÓN DEL 
ESTADO

Marta Barón, 
Subdirectora General de Planificación 
y Evaluación, Ministerio de Vivienda 
y Agenda Urbana
Juan De la Cruz, 
Ingeniero en Tecnologías de la 
Información y la Comunicación, 
Ministerio de Defensa
Milagros Paniagua, 
Asesora, AEAT
Alberto Merchante, 
Jefe de Salud Pública, Ministerio de 
Sanidad
José Rubio, 
Jefe de la Unidad de Apoyo, Secretaría 
de Estado de Comercio
Begoña Ochoa de Olza Amat, 
Coordinadora, Protocolo Presidencia 
de Gobierno

EMPRESA

María José Canel, 
Consejera Independiente, Solaria
Victoriano Casajús, 
CEO, Planet-A.live
Marisa Sánchez de Santamaría, 
CEO, Sobrinsa
Juan Ramírez, 
CEO, Brands of This Century
Nagore de Ugarte Figuero, 
Socia, Parangon Partners
Enrique Sendagorta, 
Vicepresidente Consejo de Familia y 
accionista, Sener
Javier Alió, 
Socio, Baker Tilly
Dionisio Uría Ronsmans, 
Director de Desarrollo Corporativo, 
Vinces
Olivia Balbuena Ramírez, 
COO, Royal Metropolitan

Ángel Roca, 
Consejero delegado, Grupo 
Inmobiliario Roca
Joana Canals, 
Administradora, ANGEL24 

SOCIEDAD CIVIL

José Luis Blanco, 
Director General, IEF
Silvina Bacigalupo, 
Catedrática de Derecho penal, 
UCM y presidenta, Transparency 
International-España
Javier Martín Cavanna, 
Director, Fundación Haz
Marlen Estevez, 
Presidenta, Women in the Legal 
World
Blanca Narváez Vega, 
Directora General, Fundación 
Mutualidad
Elena Herrero-Beaumont, 
Directora, Ethosfera
Ignacio Álvaro, 
Program Coordinator, Fundación 
Talento 58
Inés Rovira, 
Directora Forum Familiar, IEF
Jesús Avezuela Cárcel, 
Director General, Fundación Pablo VI
Laura Duque, 
Consejera del Consejo Científico de la 
Escuela de Pensamiento, Fundación 
Mutualidad

EXPERTO EN ÉTICA EMPRESARIAL

Joan Fontrodona, 
Director del departamento de ética 
empresarial, IESE Business School

A N E X O  0 2

La comunidad de Mejores Empresas, 
Mejor Democracia

Sesión 1
ALTA ADMINISTRACIÓN DEL 
ESTADO 

Marta Barón, 
subdirectora general de planificación 
y evaluación, Ministerio de Vivienda 
y Agenda Urbana
Estefanía Sánchez, 
técnico comercial y economista del 
estado, Ministerio de Economía
Miguel Camacho, 
Cuerpo de Policía, Ministerio de 
Presidencia
Alberto Merchante, 
jefe de salud pública, Ministerio de 
Sanidad
José Rubio, 
jefe de la unidad de apoyo, secretaria 
de Estado de Comercio
Elisa Carbonell, 
Consejera delegada, ICEX

EMPRESA

Javier Alió, 
socio BakerTilly
Enrique Sendagorta, 
vicepresidente consejo de familia y 
accionista, Sener
Alberto Sánchez Navalpotro, 
CEO, Inbonis
Gabriel Herrero-Beaumont 
CEO Seed Hypermedia
José Luis Blanco, 
director, Instituto de la Empresa 
Familiar
Olivia Balbuena Ramirez, 
COO, Royal Metropolitan
Sonsoles Santamaría, 
directora general de negocio y 
consejera, Tressis Sociedad de Valores
Joana Canals, 
administradora, Angel 24
Dionisio Uría Ronsmans, 
director de desarrollo corporativo, 
Vinces

SOCIEDAD CIVIL 

Safira Cantos, 
directora general, Fundación Hay 
Derecho
Elena Herrero-Beaumont, 
directora de Ethosfera
Ines Rovira, 
directora Fórum Familiar y proyectos 
especiales, IEF
Rafael Fernández Campos, 
presidente, Club de CDOs

FILÓSOFOS/EXPERTOS EN ÉTICA 
EMPRESARIAL 

Ricardo Calleja, 
lecturer, IESE Business School
Alejandro Martínez Carrasco, 
profesor, UNAV
Fabio Scalese, 
profesor, Universidad Pontificia de 
Salamanca

Sesión 2
ALTA ADMINISTRACIÓN DEL 
ESTADO

Victor Ausín Rodríguez, 
Director General Política Económica, 
Ministerio de Economía
Begoña Ochoa de Olza Amat, 
Coordinadora, Protocolo Presidencia 
de Gobierno
Marta Barón, 
Ministerio de Vivienda y Agenda 
Urbana, Subdirectora General de 
Planificación y Evaluación
Milagros Paniagua, 
Asesora, AEAT
Miguel Camacho, 
Cuerpo de Policía, Ministerio de 
Presidencia
Estefania Sanchez, 
Técnico comercial y economista del 
estado, Ministerio de Economía
Paz Guzman, 
Economista, Comisión Europea

Alberto Merchante, 
Jefe de Salud Pública, Ministerio de 
Sanidad
Cristina Morales Puerta, 
Directora de Talento para la 
Internacionalización, ICEX

EMPRESA

Sergio Alvarez-Teleña, 
CEO, Scitheworld
Joana Canals, 
Administradora, Angel24
Santiago Fernández Muñoz, 
Socio, SILO. Science & Innovation 
Link Office
Tona Martínez, 
Consejera, Finsa
Olga Grau, 
Directora de Comunicación, 
Santander
María José Canel, 
Consejera Independiente, Solaria
Gabriel Herrero-Beaumont, 
CEO, Seed Hypermedia
Ángel Roca, 
Consejero delegado, Grupo 
Inmobiliario Roca
Javier Alió, 
Socio, Baker Tilly
Guadalupe de la Mata, 
Consejera independiente, Redeia
Marisa Sánchez de Santamaría, 
CEO, Sobrinsa
Salvador Bautista Enciso, 
Secretario General, Bergé y Cía
Javier Fernández, 
Director Coporativo de 
Comunicación, Mapfre
Dionisio Uría Ronsmans, 
Director de Desarrollo Corporativo, 
Vinces

SOCIEDAD CIVIL

Jesús Avezuela Cárcel, 
Director General, Fundación Pablo VI
Javier Martín Cavanna, 
Director, Fundación Haz
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